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demandas de indemnización de daños y perjuicios. El Es-
tado asume una parte de la carga de la pérdida creada por 
el daño. La otra parte, sin embargo, se imputa a un fondo 
común alimentado mediante las aportaciones, bien de los 
explotadores del mismo tipo de actividad peligrosa, bien 
de entidades que se benefician directamente del ejercicio 
de la actividad peligrosa o que entraña un riesgo.

f) La responsabilidad objetiva está reconocida en va-
rios países del mundo pertenecientes a todos los sistemas 
jurídicos. Se puede considerar que se trata, bien de un 
principio general del derecho internacional, bien, en cual-
quier caso, de una medida de desarrollo progresivo del 
derecho internacional. En el caso de actividades que no 
son peligrosas pero que a pesar de todo entrañan el riesgo 
de causar un daño sensible, quizá está más justificado vin-
cular la responsabilidad a la culpa o la negligencia.

g) En sí misma, la responsabilidad por culpa quizás 
sirviera mejor los intereses de las víctimas inocentes, por 
lo que ese concepto merece ser mantenido como una op-
ción. No es excepcional que en tales casos se deje a la 
víctima la posibilidad de recurrir liberalmente a las nor-
mas de prueba y de deducción. Por una inversión de la 
carga de la prueba, el explotador puede verse obligado a 
demostrar que ha tomado todas las precauciones que cabe 
esperar de una persona responsable y prudente, de manera 
proporcional al riesgo de la operación.

56. La sección C de la parte II del informe (párrs. 122 
a 149) trata de algunas cuestiones importantes relativas 
a los regímenes de responsabilidad civil, que están vin-
culados a la evolución del derecho en cada Estado y a 
su aplicación por sus órganos jurisdiccionales nacionales. 
Varían considerablemente de un Estado a otro según el 
ordenamiento jurídico en vigor.

57. Así, la cuestión del nexo causal entre el daño cau-
sado y la actividad que lo habría provocado, así como las 
cuestiones conexas de previsibilidad, proximidad o pérdi-
da directa no son tratadas de manera uniforme. Procede 
señalar que la idea de una responsabilidad por los daños 
causados al medio ambiente en sí no goza de ningún apo-
yo. Además, en el caso de daños que afecten a los recursos 
naturales o al medio ambiente, se está de acuerdo también 
en reconocer un derecho a indemnización o reembolso 
por los gastos soportados en concepto de medidas de pre-
vención o de intervención y de medidas de arreglo y de 
restauración razonables o, en ciertos casos, aprobadas o 
autorizadas (véase el párrafo 131 del informe). Las medi-
das razonables se definen en ciertos casos como aquellas 
que, en el derecho aplicable por el tribunal competente, se 
consideran apropiadas y proporcionadas y rentables desde 
el punto de vista de los gastos realizados.

58. Como se desprende del análisis del régimen de la 
responsabilidad civil, las cuestiones jurídicas que hay que 
tener en cuenta son complejas y no pueden ser resueltas 
más que en relación con el fondo de la causa. La solución 
estaría en función asimismo del órgano jurisdiccional que 
instruyera el asunto y de la ley aplicable. Si bien es po-
sible negociar disposiciones convencionales particulares 
para decidir el régimen jurídico aplicable a la realización 
de una actividad, no se puede, en opinión del Relator Es-
pecial, deducir unas conclusiones generales en cuanto al 
régimen de responsabilidad civil. Eso correspondería, si 

se considerase deseable, a los órganos encargados de la 
armonización y el desarrollo progresivo del derecho inter-
nacional privado.

59. A este respecto, el Relator Especial presenta en la 
parte III del informe (párrs. 150 a 153) una serie de con-
clusiones. Si los regímenes examinados tienen elementos 
comunes, también se han concebido para adaptarse a su 
propio contexto. Ello no quiere decir que en cualquier 
circunstancia la solución consista en negociar una con-
vención sobre la responsabilidad y aún menos una con-
vención fundada en una serie de elementos determinados. 
También se puede, si procede, permitir que el demandante 
busque el foro más favorable para que conozca del asunto 
o negociar una solución ad hoc. Más vale conceder a los 
Estados la libertad necesaria para elaborar regímenes de 
responsabilidad adaptados a sus necesidades particulares. 
El modelo de repartición de pérdidas que la Comisión 
quizás desee adoptar debería tener, pues, un carácter a la 
vez general y supletorio.

60. Teniendo en cuenta los trabajos anteriores de la Co-
misión sobre el tema, el Relator Especial aduce varios 
argumentos con miras a la elaboración del modelo, que 
figuran en el párrafo 153 de su informe. Si las recomenda-
ciones que formula en dicho párrafo son aceptables glo-
balmente, podrían servir de punto de partida para redactar 
un proyecto de artículos más preciso sobre la cuestión de 
la responsabilidad internacional, conforme al mandato 
que ha recibido la Comisión. Los miembros de la Comi-
sión también pueden hacer observaciones sobre la natu-
raleza del instrumento que sería más apropiado, así como 
sobre la mejor manera de cumplir el mandato que se ha 
encomendado a la Comisión. Según el Relator Especial, 
una solución sería redactar varios artículos y recomen-
dar que sean aprobados como protocolo del proyecto de 
convención marco sobre el régimen de la prevención. No 
obstante, está abierto a cualquier propuesta que obtenga 
el acuerdo de la mayoría de los miembros de la Comisión.

Se levanta la sesión a las 13.00 horas.

__________
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Galicki, Sr. Kabatsi, Sr. Kateka, Sr. Kolodkin, Sr. Kos-
kenniemi, Sr. Mansfield, Sr. Melescanu, Sr. Momtaz, Sr. 
Opertti Badan, Sr. Pambou-Tchivounda, Sr. Pellet, Sr. 
Sreenivasa Rao, Sr. Rodríguez Cedeño, Sr. Rosenstock, 
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Responsabilidad internacional por las consecuencias 
perjudiciales de actos no prohibidos por el dere-
cho internacional (responsabilidad internacional en 
caso de pérdida causada por un daño transfronteri-
zo resultante de actividades peligrosas) (continua-
ción) (A/CN.4/529, secc. D, A/CN.4/5311) 

[Tema 6 del programa]

PRIMER INFORME DEL RELATOR ESPECIAL (continuación)

1. La Sra. ESCARAMEIA expresa su esperanza de que 
la viabilidad del proyecto en su totalidad no vuelva a ser 
objeto de debate, teniendo en cuenta tanto los resultados 
de la labor realizada por el Grupo de Trabajo constituido 
en el anterior período de sesiones2 como el respaldo reci-
bido de la Sexta Comisión3.

2. El primer informe del Relator Especial (A/CN.4/531) 
está bien estructurado, pero el tono de la introducción es 
demasiado pesimista. Después de todo, el Relator Espe-
cial recibió el apoyo de la Comisión en 2002 así como 
de la Sexta Comisión, tal y como figura en el resumen 
por temas, preparado por la Secretaría, de los debates de 
la Sexta Comisión de la Asamblea General en su quin-
cuagésimo séptimo período de sesiones (A/CN.4/529). La 
Asamblea General, por su parte, reaccionó de manera po-
sitiva a la propuesta formulada por el Sr. Quentin-Baxter, 
hace varios años respecto de la adopción de varias medi-
das preventivas y del derecho del Estado afectado a reci-
bir una reparación del Estado causante del perjuicio. Ade-
más, la propuesta del Sr. Barboza de introducir garantías 
adicionales también fue bien recibida. Se hizo referencia 
al Grupo de Trabajo de 1996 y, al parecer, la mayor parte 
de los miembros respaldaron sus conclusiones. Resulta 
desconcertante que esas conclusiones no se hayan llevado 
hasta sus últimas consecuencias de manera inmediata y 
habría sido útil que el Relator Especial informara a la Co-
misión con más detalle acerca de los problemas con que 
se hubiera topado, para que la Comisión pudiera intentar 
darles solución.

3. En cuanto a las recomendaciones del Grupo de Tra-
bajo de 2002, la expresión «víctima inocente»4 es inade-
cuada, en especial en lo que respecta al medio ambiente 
o al patrimonio común de la humanidad, a los que resul-
ta difícil aplicar cualidades morales como la inocencia. 
Además, si bien el Grupo de Trabajo de 2002 analizó el 
umbral mínimo del daño «sensible»5, a los efectos de es-
tablecer una indemnización basta con que el perjuicio sea 
«apreciable».

4. En el examen de las consideraciones de política que 
se deben adoptar, según el párrafo 43 del informe la Comi-
sión debe orientar sus actividades a alentar a los Estados a 

1 Reproducido en Anuario... 2003, vol. II (primera parte).
2 Anuario... 2002, vol. II (segunda parte), párrs. 442 a 457.
3 Resolución 57/21 de la Asamblea General, de 19 de noviembre de 

2002, párr. 2.
4 Anuario... 2002, vol. II (segunda parte), párr. 450.
5 Ibíd., párr. 452.

que concierten acuerdos internacionales y a que promul-
guen las disposiciones legislativas pertinentes y pongan 
en práctica los mecanismos pertinentes para la adopción 
de medidas correctivas rápidas y eficaces. Sin embargo, 
la tarea de la Comisión es mucho más amplia, pues debe 
elaborar normas. Si bien no puede imponer esas normas 
a los Estados, la Comisión no debe limitarse a formular 
recomendaciones moderadas o directrices muy generales.

5. El párrafo 44 da la impresión de que la víctima ino-
cente va a cargar siempre con parte de las pérdidas, lo que 
podría ser inevitable en la práctica en vista de la dificultad 
de cuantificar esas pérdidas. Por todo ello, la Comisión no 
debe apartarse del supuesto de que la víctima no tiene que 
pagar nada.

6. El análisis del Relator Especial sobre los posibles 
modelos de asignación de las pérdidas resulta de mucha 
utilidad y su conclusión es que, dejando a un lado las acti-
vidades en el espacio ultraterrestre, la responsabilidad del 
Estado es muy excepcional. En opinión de la oradora, el 
Estado tiene casi siempre una responsabilidad subsidiaria, 
bien directamente, por ejemplo en las convenciones que 
estipulan que el Estado asumirá las pérdidas que el opera-
dor no pueda asumir, o indirectamente, mediante fondos 
establecidos por las partes que sean Estados. Sin duda, 
la principal entidad responsable debe ser el operador. No 
obstante, la oradora está de acuerdo con el Relator Espe-
cial cuando éste señala que el responsable no debe ser el 
operador, sino la entidad que controla la actividad. Con-
viene señalar que aunque varias convenciones hablan de 
«operador», la persona en cuestión podría ser la entidad 
que controla la actividad. El artículo 2 del Convenio sobre 
la responsabilidad civil por daños resultantes de activida-
des peligrosas para el medio ambiente, por ejemplo, ex-
tiende el concepto de «operador» a cualquiera que tenga 
el control de un estadio determinado de una actividad.

7. Si bien el Relator Especial anunció que se disponía 
a presentar modelos de responsabilidad y sistemas de in-
demnización, la oradora espera que haga mucho más que 
eso. Los Estados tienen la obligación de crear mecanis-
mos que asignen las pérdidas de un modo equitativo. De 
ahí la necesidad de elaborar proyectos de normas de ca-
rácter general, aunque éstas tengan carácter subsidiario.

8. Respecto de las propuestas presentadas por el Relator 
Especial en el párrafo 153 de su informe, el régimen que 
se recomienda deberá entenderse sin perjuicio de las de-
mandas interpuestas con arreglo a la definición de respon-
sabilidad civil en el derecho nacional (apartado a), pero 
la oradora añadiría la estipulación de que no siempre es 
preciso agotar los recursos internos antes de recurrir a los 
mecanismos internacionales. Con arreglo a algunos siste-
mas, es posible remitirse directamente a los mecanismos
internacionales. Acaso la Comisión debiera sostener que 
la responsabilidad civil es una posibilidad a la que se pue-
de recurrir, pero no que debe agotarse esa vía antes de 
recurrir a los mecanismos internacionales de solución de 
controversias e imputación de costos. Además, debería ser 
posible acudir a varios tribunales nacionales, al menos en 
el Estado de origen del daño y en el Estado en el que se 
produjo el daño.
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9. La oradora considera que el apartado b es aceptable 
en su integridad y expresa su acuerdo con la propuesta 
que figura en el apartado c de establecer que el alcance 
debe ser el mismo que el aprobado para los proyectos de 
artículo sobre la prevención. No obstante, el umbral debe 
ser más bajo, a saber, que haya un daño «apreciable» en 
vez de «considerable».

10. Por lo que respecta al apartado d, la afirmación de 
que la responsabilidad del Estado es una excepción debe 
ser matizada: es una excepción cuando el Estado desem-
peña un papel principal, pero no cuando desempeña un 
papel subsidiario. Incluso el Convenio acerca de la res-
ponsabilidad civil en materia de energía nuclear y la pro-
puesta de directiva del Parlamento Europeo y del Con-
sejo sobre responsabilidad ambiental en relación con la 
prevención y reparación de daños ambientales6, si bien 
todavía no han entrado en vigor, apuntan en esa misma 
dirección, como también lo hacen indirectamente varios 
fondos y otros mecanismos. Tal y como se puede com-
probar en el párrafo 171 del resumen por temas, prepara-
do por la Secretaría, de los debates de la Sexta Comisión 
de la Asamblea General en su quincuagésimo séptimo 
período de sesiones, la mayoría de las delegaciones pre-
sentes en la Sexta Comisión se pronunciaron a favor de 
que el Estado tenga una responsabilidad subsidiaria. El 
que el Estado tenga obligaciones que cumplir lo estimula 
a adoptar medidas preventivas, lo que a su vez fomenta 
el cumplimiento de los proyectos de artículo sobre pre-
vención del daño transfronterizo resultante de actividades 
peligrosas7.

11. Sin duda, la conexión causal debe fundarse sola-
mente en el carácter razonable (apartado e), aunque en lo 
que respecta al daño causado por varios agentes (aparta-
do f), es preferible un régimen de responsabilidad solida-
ria y no uno de reparto equitativo, porque ofrece mayores 
garantías a las víctimas.

12. La responsabilidad del operador, ya sea limitada o 
ilimitada (apartado g), debe complementarse siempre con 
mecanismos de financiación adicional, pero la palabra 
«limitada» plantea ciertos problemas. Aunque la respon-
sabilidad sea completa, tal vez el operador carezca de los 
recursos económicos para pagar la indemnización, por lo 
que se plantea la necesidad de contar con otras fuentes 
de indemnización. La Comisión también debe tener en 
cuenta los casos en los que las entidades aseguradoras no 
están dispuestas a asegurar la actividad de que se trate. El 
operador tal vez tenga toda la responsabilidad, pero nadie 
indemnizará a la víctima por sus pérdidas. Obviamente, 
ese tipo de situaciones exige contar con la garantía de fon-
dos adicionales.

13. En cuanto al apartado h, ciertamente los Estados 
deben establecer mecanismos nacionales de prevención y 
protección, así como fondos nacionales, pero la Comisión 
no debe descartar en el presente estadio la obligación de 
crear algún mecanismo de solución de las controversias, 

6 Diario Oficial de las Comunidades Europeas, n.º C 151 E, de 25 
de junio de 2002, pág. 132.

7 Véase 2762.ª sesión, nota 7.

como el arbitraje, y debe examinar si ese mecanismo debe 
ser obligatorio.

14. La oradora se muestra plenamente de acuerdo con 
la observación que figura en el apartado i. Por lo que res-
pecta a los apartados j y k, el daño al medio ambiente 
propiamente dicho debe indemnizarse, y no simplemente 
cuando suponga un daño a personas o bienes. Es la posi-
ción adoptada tanto en el Convenio sobre la responsabili-
dad civil por daños resultantes de actividades peligrosas 
para el medio ambiente como en la propuesta de directiva 
de la Unión Europea8.

15. La oradora se opone a la propuesta del Relator Espe-
cial de dar a las normas generales la forma de protocolos 
a los artículos sobre prevención, puesto que eso supone 
resaltar la prevención en tanto que obligación principal, 
y relegar la indemnización a un papel secundario. Ambas 
deben estar en pie de igualdad. Lo mejor sería crear dos 
partes en la convención, una sobre prevención y otra so-
bre indemnización por daños, con reglas que enunciasen 
los principios generales sobre responsabilidad. La Sexta 
Comisión apoyó esa idea, como puede comprobarse en el 
párrafo 179 del resumen por temas.

16. El Sr. PELLET felicita al Relator Especial por su 
informe, cuya erudición y excelente calidad no hacen más 
que confirmar que el tema no se presta a la codificación 
y al desarrollo progresivo del derecho. Se pregunta cuál 
es su propósito. Como indica el título, el tema tiene por 
objeto definir el régimen jurídico aplicable a la asignación 
de la pérdida cuando se haya producido un daño trans-
fronterizo causado por actividades peligrosas, aunque ha-
bría sido más sencillo hablar de indemnización y no de 
pérdida, puesto que eso es lo que está en juego, o, como 
dice con más claridad el Relator Especial en el párra-
fo 38 de su informe, facilitar un sistema más equitativo y 
rápido de indemnización de las víctimas de daños trans-
fronterizos. El orador desea hacer hincapié en la palabra 
«transfronterizos», porque el Relator Especial no se ciñó 
estrictamente al tema, especialmente cuando citó la causa 
Ok Tedi (párrafos 143 a 149 del informe) o el desastre de 
Bhopal (nota correspondiente al párrafo 149 del informe). 
No le parece oportuno incluir en una materia que ya es lo 
suficientemente complicada el asunto de los daños causa-
dos por las actividades de una empresa transnacional en 
el territorio de un país anfitrión, a pesar de que el orador, 
al igual que el Relator Especial (véase la nota correspon-
diente al párrafo 19 del informe), está a favor de elaborar 
un régimen de responsabilidad para las empresas multi-
nacionales.

17. Por razones similares el orador se muestra cuando 
menos reacio a que la Comisión realice un estudio para 
elaborar un régimen más rápido y equitativo para las víc-
timas de daños transfronterizos. El informe proporciona 
todos los argumentos necesarios para demostrar que se 
trata de una tarea que no entra en la esfera de competencia 
de la Comisión. La tarea de la Comisión consiste en tratar 
de lograr la codificación y el desarrollo progresivo del de-
recho internacional, y aunque no se encuentra establecida 

8 Véase la nota 6 supra.
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expresamente en su estatuto, la Comisión realiza esa ta-
rea principalmente, si no de forma exclusiva, en el campo 
del derecho internacional público. No obstante, el propio 
Relator Especial ha reconocido que la responsabilidad in-
ternacional no se presta fácilmente a la codificación y el 
desarrollo progresivo del derecho internacional (párrafo 2 
de su informe), y las dudas que pudieran haberse expresa-
do en el decenio de 1980 acerca del valor o la viabilidad 
del tema mismo (párr. 9) subsisten hoy más que nunca. 
La Comisión ha venido arrastrando el tema desde el de-
cenio de 1970, sin conseguir nunca ponerle fin. Tal vez 
eso se deba, como puso de relieve Tomuschat (véase la 
nota correspondiente al párrafo 18 del informe), a que un 
planteamiento global no se presta a la obtención de resul-
tados constructivos9. El propio Relator Especial lo admite 
al señalar que existen cuestiones legales complejas que 
sólo se pueden resolver en el contexto del fondo de cada 
caso (párr. 150), es decir, en función de las circunstancias, 
la naturaleza del daño o el riesgo.

18. La otra objeción del Relator Especial (véase el pá-
rrafo 24 de su informe) es que, como concluyó la propia 
Comisión en su 48.º período de sesiones, en 1996, «la ten-
dencia a exigir indemnización tiene una base pragmática y 
no teórica en una teoría coherente de la responsabilidad»10. 
En 1997, el Grupo de Trabajo sobre la responsabilidad 
internacional por las consecuencias perjudiciales de ac-
tos no prohibidos por el derecho internacional sostuvo 
que «el ámbito y el contenido del tema seguían sin ser 
claros»11 (véase el párrafo 33 del informe). En definitiva, 
ni en la literatura, ni en la jurisprudencia, ni en la práctica 
se ha alcanzado acuerdo alguno, y, según se desprende de 
las numerosas convenciones citadas por el Relator Espe-
cial, no puede haber ningún sistema único de asignación 
de la pérdida (párrafo 46 del informe). Eso vale tanto en 
el plano internacional como en el del derecho interno de 
cada Estado, como se señala repetidamente en el informe, 
por ejemplo en una de las notas correspondientes al párra-
fo 117 o en el párrafo 125. Cabe señalar de pasada, respec-
to del derecho interno, que, con arreglo al derecho francés 
y probablemente también a otros sistemas jurídicos que 
distinguen entre derecho administrativo y derecho civil, 
la responsabilidad sin falta se ha desarrollado mucho, no 
sólo en el contexto de la responsabilidad civil sino tam-
bién en el de la responsabilidad administrativa, y sobre 
una base que no menciona el Relator Especial y que tal 
vez la Comisión podría tener en cuenta de alguna manera, 
a saber, el principio de que las cargas públicas deben ser 
compartidas por igual por todos los ciudadanos.

19. Ya sea en lo relativo a la causalidad, al deber de 
diligencia, o a la definición de daño o de jurisdicción 
apropiada, el Relator Especial reconoce en su informe 
que no existe una solución mayoritariamente aceptada 

9 C. Tomuschat, «International liability for injurious consequences 
arising out of acts not prohibited by international law: the work of the 
International Law Commission», en F. Francioni y T. Scovazzi (eds.), 
International Responsibility for Environmental Harm, Londres, Gra-
ham and Trotman, 1991, págs. 37 a 72, en la pág. 55.

10 Informe del Grupo de Trabajo sobre la responsabilidad interna-
cional por las consecuencias perjudiciales de actos no prohibidos por el 
derecho internacional, Anuario... 1996, vol. II (segunda parte), anexo I, 
pág. 127 (párrafo 32 del comentario al artículo 5).

11 Anuario... 1997, vol. II (segunda parte), párr. 165.

(párr. 128), y que no se han podido sacar conclusiones ge-
nerales (párr. 150). Por supuesto, hay varias ideas buenas, 
como crear fondos de indemnización nacionales o inter-
nacionales, pero sin relación con la codificación o con el 
desarrollo progresivo del derecho internacional; se trata 
más bien de un asunto sujeto a la negociación entre Esta-
dos. Tal vez valga la pena estudiar las posibilidades exis-
tentes en el campo de la elaboración de leyes uniformes 
o en el del derecho internacional privado, pero esa labor 
corresponde a los órganos que se ocupan de codificar el 
derecho privado, sobre todo a la CNUDMI, y no a la Co-
misión. 

20. Otros probablemente dirán que la Sexta Comisión 
deseaba hacerse cargo del tema, pero el orador afirma no 
estar seguro de ello y se pregunta si la Comisión no le ha-
brá dejado otra salida. En cualquier caso, nada impide a la 
Comisión explicar a la Sexta Comisión que está equivoca-
da. Si la Comisión decide realmente que debe realizar esa 
«misión imposible» y probablemente también sin sentido, 
el informe es la mejor base para hacerlo. Pero, ¿con qué 
fin? Sigue siendo un misterio.

21. Para concluir en un tono más positivo, sin perjui-
cio de algunas modificaciones que puedan introducirse al 
examinar las conclusiones del Relator Especial en futuros 
períodos de sesiones, si realmente fuera necesario, de lo 
que duda, el orador desea señalar algunos detalles sustan-
tivos que merecen un comentario aparte. En primer lugar, 
la Comisión debe evitar hacer referencia a la «responsa-
bilidad civil», puesto que el adjetivo «civil» causa proble-
mas a los juristas de los países que distinguen entre dere-
cho civil y administrativo. Por otra parte, sería una buena 
idea incluir el daño causado por el propio Estado, como 
se propone en el párrafo 40 del informe. Con el respeto 
que merece la Sra. Escarameia y para evitar duplicar el 
trabajo, sería aconsejable adoptar en el presente proyecto 
el mismo umbral de responsabilidad que se adoptó en el 
proyecto de artículos sobre prevención del daño transfron-
terizo resultante de actividades peligrosas.

22. El orador está completamente de acuerdo con la 
afirmación del apartado d del párrafo 153 del informe del 
Relator Especial de que no se puede sacar ninguna con-
clusión general en cuanto al régimen de responsabilidad. 
De ser así, la única alternativa razonable que le quedaría 
a la Comisión, si desease emprender esa tarea, a lo que 
él se opone, sería tratar de formular cláusulas tipo que 
sirvieran sólo de alternativas. Está absolutamente claro 
que ninguna regla general sobre responsabilidad, incluida 
la responsabilidad del operador, será apropiada, y que en 
este campo no se pueden adoptar normas uniformes.

23. No entiende por qué en el apartado e se distingue 
entre carácter razonable y causalidad, pues el criterio ra-
zonable es la causalidad. Lo expuesto en los apartados f y 
k indica claramente que el tema no está lo suficientemente 
maduro para ser codificado. Tampoco está claro qué for-
ma podría adoptar el producto acabado; desde luego, no 
la forma de una convención; tal vez sea apropiada la de 
normas modelo. Por último, el tema no debe injertarse al 
de la prevención, ya que, a diferencia de lo que ocurre 
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con este último, el primero no se presta fácilmente a ser 
codificado.

24. El Sr. GAJA dice que el informe del Relator Espe-
cial constituye un intento notable de ofrecer una visión 
general de todos los aspectos de un tema muy difícil. Con-
tiene una cantidad impresionante de material que sin duda 
será útil en la labor de la Comisión. En la parte final del 
informe, el Relator Especial presenta brevemente algunas 
propuestas posibles y queda a la espera de la reacción de 
la Comisión. Dadas las divergencias existentes en la Co-
misión sobre la viabilidad de la labor propuesta, habría 
sido conveniente que el Relator Especial esperara a que 
la Comisión tomase una decisión antes de continuar su 
labor. En vez de hacerlo le creó dificultades al lector.

25. El principal problema a la hora de responder a las 
propuestas del Relator Especial es que todavía no está cla-
ro qué tipo de producto final se desea. No está claro, por 
una parte, si el «modelo de asignación de la pérdida» es 
un modelo para un régimen convencional o para un ins-
trumento legal nacional paralelo, ni tampoco queda claro, 
por la otra, si se trata de un conjunto de recomendacio-
nes o de directrices que permitirían que los Estados y las 
personas interesadas evaluaran de manera exhaustiva las 
cuestiones en juego al establecer un régimen u otro. Por 
el momento, parece que se trata más bien de la segunda 
posibilidad; de hecho, esa sería la solución más fácil.

26. En la parte II del informe se indica la existencia de 
una serie de regímenes convencionales aplicables a ries-
gos concretos. Su gran variedad es un reflejo de las nece-
sidades de cada uno de los sectores concretos a los que 
están destinados y pone en cuestión la utilidad de cual-
quier intento de elaborar un régimen general y supletorio. 
Como ha recordado el Sr. Pellet, el propio Relator Espe-
cial señaló, en el párrafo 46 del informe, que esos tratados 
indican que no puede haber ningún sistema único de asig-
nación de la pérdida. Antes de tomarlos como fuentes de 
inspiración, es preciso evaluar si esos regímenes conven-
cionales resultan apropiados para el sector de que se trate. 
El número de ratificaciones del tratado en cuestión no es 
un dato decisivo a ese respecto, ya que un tratado puede 
tener muchas ratificaciones simplemente por ser muy ge-
neral. Además, no todos los tratados tienen por objeto la 
materia de la que se ocupa la Comisión, a saber, los daños 
transfronterizos, por lo que su contenido tal vez no pueda 
transformarse.

27. En cuanto a algunas de las propuestas de la parte 
final del informe, el orador no está seguro de poder re-
comendar un régimen que deba entenderse sin perjuicio 
de las demandas interpuestas con arreglo a la definición 
de responsabilidad civil, como se propone en el aparta-
do a del párrafo 153. Parece más razonable concebir un 
régimen integral que abarque todos los aspectos de la 
asignación de las pérdidas. Si el operador es considerado 
responsable con arreglo al régimen convencional o a cual-
quier otro, no es razonable pretender que se añada otra 
fuente de responsabilidad. Se debe estudiar la asignación 
de pérdidas de un modo integral, que también tenga en 
cuenta los sistemas jurídicos municipales.

28. La propuesta del apartado d del párrafo 153, consis-
tente en que quien más control ejerciera sobre la actividad 
debe ser quien sufra las consecuencias, debe examinarse 
a la luz de la necesidad de garantizar los bienes en caso 
de pérdida. Esa parece ser la principal razón por la que en 
los casos de daños causados por buques se hace recaer la 
responsabilidad sobre los armadores y no sobre los fleta-
dores. Eso supone un incentivo para que los armadores se 
aseguren contra el riesgo, aunque podrían transferir los 
costos a los fletadores.

29. En caso de que las actividades realizadas en un Es-
tado causen un daño transfronterizo, es probable que una 
parte del daño se produzca también en el territorio donde 
se sitúa la causa. En un régimen integral no se debería pa-
sar por alto ese daño. En el artículo XI de la Convención 
sobre Indemnización Suplementaria por Daños Nuclea-
res, también se trata de proteger a los que sufren daños en 
el Estado en el que se sitúa la instalación.

30. Por último, dado que la cantidad por la que son res-
ponsables los operadores en un régimen de responsabili-
dad estricto podría ser insuficiente para pagar todos los 
daños, un mecanismo viable debería prever la participa-
ción de un gran número de Estados que pudieran sufragar 
una parte de la indemnización en caso de daño, cualquiera 
que fuera su grado de participación en la actividad peli-
grosa en cuestión. Una disposición de ese tipo figura en 
el artículo IV de la Convención sobre Indemnización Su-
plementaria por Daños Nucleares. Sería difícil generali-
zar la solución adoptada en el Convenio internacional de 
constitución de un fondo internacional de indemnización 
de daños causados por la contaminación de hidrocarburos 
complementario del Convenio internacional sobre res-
ponsabilidad civil por daños causados por la contamina-
ción de las aguas del mar por hidrocarburos al que se hace 
referencia en los párrafos 47 y 48 del informe, puesto que 
no se da una situación comparable en otros casos. Si lo 
que se desea es establecer un régimen de indemnización 
que sea viable, no se puede hacer caso omiso del papel de 
los Estados.

31. El Sr. MANSFIELD dice que el informe del Relator 
Especial no sólo pone de manifiesto por qué la Comisión 
no pudo dejar de ocuparse del tema de la asignación de la 
pérdida en caso de daño transfronterizo, sino que también 
ofrece una base excelente para que el Grupo de Trabajo 
establecido en el anterior período de sesiones12 pueda dar 
continuidad a esa labor.

32. Algunos miembros todavía desean evitar el tema, 
pero él opina que la Comisión debe abordarlo, por varias 
razones. En primer lugar, fue la propia Comisión la que 
juzgó que el tema de la responsabilidad del Estado se li-
mitaba a los actos internacionalmente ilícitos. No era el 
único enfoque posible, como varios autores muy presti-
giosos se han esforzado en señalar. Sin embargo, ese fue 
el enfoque que decidió adoptar la Comisión. En segundo 
lugar, el orador señala que las obligaciones de prevención 
y reacción establecidas por la Comisión son importantes 
—volverá a ocuparse de este asunto más adelante— pero 

12 Véase la nota 2 supra.
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nunca pueden eliminar por completo el riesgo de que se 
produzca un accidente. En tercer lugar, si la pérdida se 
produce a pesar de haberse cumplido las obligaciones 
relativas a la prevención, no habrá ningún acto ilícito en 
el que se pueda fundar una demanda. En cuarto lugar, a 
menos que la pérdida recaiga en quien la haya sufrido, 
es decir, potencialmente en la víctima inocente, el orador 
observa un vacío en los trabajos de la Comisión hasta la 
fecha, un vacío que es lo suficientemente obvio como para 
que la Comisión lo subsane si no desea perder credibi-
lidad.

33. Sin ningún lugar a dudas, el estudio de los regíme-
nes vigentes resulta de mucha utilidad. El orador no se 
propone hacer ningún comentario sobre los diversos enfo-
ques adoptados para la asignación de la pérdida, ni sobre 
las razones que sustentan esos enfoques, salvo para seña-
lar que todos ellos comparten el principio de que más vale 
prevenir que curar. Hay que reconocer que los objetivos 
de prevención se han alcanzado en las distintas esferas 
sectoriales en grados diversos, pero hay que lamentar que 
en algunos sectores sigan produciéndose con demasiada 
frecuencia accidentes que podrían evitarse. Sin embargo, 
en general todos los operadores que realizan actividades 
peligrosas, ya sean Estados o entidades privadas, en paí-
ses desarrollados o en desarrollo, reconocen cada vez más 
que los costos de los accidentes, con independencia de la 
eventual responsabilidad de pagar una indemnización, son 
muy altos y tal vez representen el mayor costo evitable con 
el que cargan sus entidades, pues supone la inactividad 
de su maquinaria y personal, la pérdida de producción, la 
imposibilidad de satisfacer los pedidos y la pérdida de re-
putación. El reconocimiento de esos factores, más que la 
existencia de una obligación jurídica de adoptar medidas 
preventivas o pagar una indemnización, es la razón que 
lleva cada vez más a los operadores a adoptar las técnicas 
más avanzadas de prevención, a tratar de aplicar méto-
dos que les permitan perfeccionarse continuamente y a 
intentar evitar la autocomplacencia. De hecho, en ninguna 
operación en la que se realicen actividades peligrosas en 
cualquier parte del mundo se puede seguir soslayando esa 
competencia en materia de gestión y esperar sobrevivir en 
el mercado.

34. Hay dos implicaciones para la labor de la Comisión, 
que se reconocen en el informe del Relator Especial. En 
primer lugar, la Comisión debe asegurarse de que el resul-
tado de su labor contribuya a que quienes poseen la ca-
pacidad efectiva de controlar el riesgo tengan incentivos 
para poner en práctica las mejores técnicas de gestión del 
riesgo. En segundo lugar, que la asignación de pérdidas de 
la que intenta ocuparse la Comisión tiene carácter subsi-
diario. No puede formar parte de la intención de sustituir 
los regímenes vigentes y mucho menos de desincentivar 
la creación de nuevos regímenes sectoriales a la medida 
de las necesidades de sus usuarios, o de tratar de ofrecer 
un nuevo régimen integral y detallado aplicable a todas 
las situaciones imaginables.

35. Obviamente, todavía habría mucho que decir acerca 
de cómo adaptar regímenes concretos a las condiciones 
específicas de las actividades en cuestión, pero es preciso 
reconocer que hasta el momento han tenido un éxito limi-
tado. De un modo más general, es posible que un régimen 

específico tenga por finalidad garantizar que la asignación 
de pérdidas en caso de accidentes sea adecuada y, en es-
pecial, que la responsabilidad por las pérdidas no recai-
ga sobre una víctima inocente que ni ha participado en 
la actividad en cuestión ni se ha beneficiado de ella. Sin 
embargo, es posible que no se alcance ese objetivo, por 
varias razones: el régimen podría no aplicarse; el Estado 
o los Estados en cuestión podrían no ser partes o no estar 
incluidos en él; el riesgo concreto de daño, o la propia 
naturaleza del daño, podría no haberse previsto o no estar 
incluidos en el régimen; o la conducta preventiva más cui-
dadosa podría no haber impedido el accidente dadas las 
circunstancias concretas en que se produjo.

36. La Comisión debe estudiar detenidamente la posibi-
lidad de que haya una obligación subsidiaria de evitar las 
situaciones en que una víctima inocente debe cargar con 
la totalidad de la pérdida, sin ningún tipo de apoyo, siendo 
que ni participó en la actividad peligrosa ni se benefició 
de ella en modo alguno. No obstante, esa reflexión no 
debe desvirtuar los incentivos para quienes se encuentran 
en mejores condiciones de gestionar el riesgo. Probable-
mente atribuir una obligación subsidiaria a los Estados de 
que se trate no sea una solución satisfactoria o suficiente, 
pero al menos esa obligación debe existir para resolver 
el problema de la asignación de la pérdida en circunstan-
cias imprevistas después de ocurrido el hecho. Se trata, 
no obstante, de una cuestión sobre la que es preciso seguir 
reflexionando.

37. El orador se muestra de acuerdo con la propuesta 
que figura en el párrafo 152 del informe de que el modelo 
debe ser general y supletorio, y también hace suyas las 
propuestas que figuran en los apartados a y b del párra-
fo 153 de entender el modelo sin perjuicio de los recursos 
disponibles en el derecho interno, en el derecho interna-
cional privado o en el derecho internacional público re-
lativos a la responsabilidad de los Estados. Si bien tiene 
algunas reservas sobre la recomendación que figura en el 
apartado c de limitar el alcance al de los proyectos de ar-
tículo sobre la prevención, provisionalmente puede acep-
tarla. No obstante, en algún momento, la Comisión deberá 
examinar un poco más la cuestión del daño al patrimonio 
común de la humanidad.

38. El orador está de acuerdo con la recomendación re-
lativa al umbral de daño considerable, a pesar de que es 
improbable que en la práctica la cuestión del umbral se 
plantee en algún momento. En un régimen supletorio, el 
daño del que habrá que ocuparse nunca será menos que 
considerable. Por lo que respecta al apartado d, el orador 
ya ha indicado que el mayor incentivo para gestionar el 
riesgo, incluida la responsabilidad de indemnizar, debe 
otorgarse a la persona que tenga una mayor capacidad 
para controlar el riesgo.

39. En general, hay mucho que decir a favor de las ob-
servaciones de los apartados e a i, pero algunos aspectos 
de esas observaciones, muy condensadas, deben exami-
narse más detenidamente en el Grupo de Trabajo. Los 
apartados j y k plantean cuestiones difíciles sobre las que 
es preciso seguir reflexionando. La actitud mundial frente 
a los daños causados al medio ambiente ha evoluciona-
do mucho. La idea de que esos daños sólo son motivo de 
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preocupación para el Estado en el que se producen no se 
corresponde con la creciente conciencia de que los fac-
tores medioambientales están interrelacionados a nivel 
mundial. Respecto de lo dicho acerca del turismo y del 
lucro cesante en el apartado k, el concepto de responsa-
bilidad, considerado en sí mismo, puede ser difícil. No 
obstante, si se establece con claridad el nexo causal y se 
ha producido un incumplimiento de la responsabilidad del 
Estado, podría haber fundamentos suficientes para inter-
poner una demanda. Además, es preciso reconocer que 
la pérdida de turismo puede tener efectos prácticamente 
catastróficos para algunas economías pequeñas, y la idea 
de que tal vez tengan que asumir esas pérdidas sin abso-
lutamente ninguna ayuda resulta difícil de compatibilizar 
con un mínimo sentido de la equidad. El informe ofrece 
un marco excelente para que esos delicados asuntos se 
analicen más a fondo en el Grupo de Trabajo.

40. Por último, de acuerdo con el punto de vista prag-
mático del orador, se puede dejar que la decisión sobre la 
forma definitiva que deba tener el trabajo surja de la labor 
habitual del Grupo de Trabajo.

41. El Sr. BROWNLIE dice que el informe plantea al-
gunas cuestiones que en su opinión presentan muchos 
problemas. El Relator Especial no es responsable de ello, 
pues ha ofrecido una visión de conjunto muy útil, pero 
la Comisión precisa orientación acerca de cómo abordar 
ciertos problemas estructurales graves. El régimen pro-
puesto sería tanto general como supletorio. No sería un 
régimen de derecho internacional general porque la Co-
misión no está codificando ese derecho; más bien está in-
ventando un régimen completamente nuevo.

42. Los únicos modelos convencionales disponibles 
tienen una gran carga política. Por ejemplo, el régimen 
europeo de responsabilidad sobre daños producidos por 
instalaciones nucleares se concibió para limitar la respon-
sabilidad y proteger de ese modo la por entonces incipien-
te evolución del uso civil de la energía nuclear. Supuso 
por tanto un intento de encontrar un equilibrio entre el 
riesgo y la posibilidad de realizar una actividad dada. Ese 
tipo de regímenes son totalmente ajenos a la tarea actual 
de la Comisión. El orador sigue convencido, por tanto, de 
que las deliberaciones de la Comisión acabarán poniendo 
de manifiesto que el régimen tiene carácter supletorio.

43. El enfoque adoptado por el Sr. Quentin-Baxter en 
sus informes sobre responsabilidad internacional mantie-
nen su influencia sobre este particular. Quentin-Baxter no 
estableció ninguna distinción entre la responsabilidad del 
Estado y otras consideraciones, y todos los ejemplos que 
cita en sus informes son claramente ejemplos de respon-
sabilidad del Estado.

44. El orador está de acuerdo en que la Comisión debe 
ofrecer la posibilidad de recurrir al arbitraje, pero se pre-
gunta cuál sería el derecho aplicable en tal caso. Pese a 
que los regímenes convencionales son independientes y 
cada uno se ocupa del arbitraje de un modo distinto, toda-
vía está por ver cómo va a abordar la Comisión ese asunto.

45. Es evidente que la Comisión debe hacer frente a 
ciertos problemas estructurales graves y no provocar una 

reacción en la Sexta Comisión que pueda perjudicar la 
labor en curso sobre la responsabilidad del Estado.

Responsabilidad de las organizaciones internacionales 
(continuación*) (A/CN.4/529, secc. E, A/CN.4/53213, 
A/CN.4/L.632)

[Tema 7 del programa]

INFORME DEL GRUPO DE TRABAJO

46. El Sr. GAJA (Relator Especial), durante su presen-
tación del informe del Grupo de Trabajo, dice que en vista 
de las críticas formuladas en el plenario ha presentado a 
una reunión del Grupo de Trabajo de composición abier-
ta un texto revisado del proyecto de artículo 2 en que se 
omite toda referencia a las «funciones gubernamentales». 
Tras un debate, el Grupo de Trabajo alcanzó un consenso 
sobre un nuevo texto que el orador se dispone a presentar 
al plenario para que se lo remita al Comité de Redacción.

47. En el nuevo texto se propone una definición de «or-
ganización internacional» en la que se pretende incluir 
a todas las organizaciones internacionales creadas por 
un tratado u otro instrumento de derecho internacional 
y que posean personalidad jurídica internacional. No se 
hace ninguna referencia a la «condición jurídica», por-
que cuando una organización internacional incumple una 
obligación establecida en el derecho internacional, ese 
incumplimiento acarrea en cualquier caso su responsabi-
lidad internacional. En la definición se hace hincapié en 
el papel central que desempeñan los Estados, aunque se 
reconoce que algunos miembros de la organización po-
drían ser entidades no estatales, como otras organizacio-
nes internacionales, territorios o entidades privadas. El 
texto adoptado por el Grupo de Trabajo dice así:

«Artículo 2.—Términos empleados

»A los efectos del presente proyecto de artículos, 
la expresión «organización internacional» designará a 
toda organización creada mediante un tratado u otro 
instrumento de derecho internacional y que posea su 
propia personalidad jurídica internacional propia [dis-
tinta de la de sus miembros]. Además de los Estados, 
las organizaciones internacionales podrán estar inte-
gradas por entidades distintas de los Estados.»

48. El orador expresa su agradecimiento a los numero-
sos miembros que asistieron a la reunión del Grupo de 
Trabajo por haber realizado aportaciones constructivas.

49. El Sr. PAMBOU-TCHIVOUNDA dice que, como 
no integró el Comité de Redacción, desea expresar que 
apoya completamente la versión revisada del artículo 2, 
con la condición de que se suprima la expresión que apa-
rece entre corchetes.

* Reanudación de los trabajos de la 2756.ª sesión.
13 Véase la nota 1 supra.
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50. La Sra. XUE dice que no pudo asistir a la reunión 
del Grupo de Trabajo, pero que parece que todavía se es-
pera que el plenario dé su opinión sobre las considera-
ciones de política que sustentan el nuevo texto. Está de 
acuerdo en que el artículo 2 es uno de los más difíciles 
del proyecto de artículos. En las convenciones anteriores 
se utilizó la expresión «organización intergubernamental» 
sin definirla, pero, dado que la Comisión ha convenido 
en que las «organizaciones intergubernamentales» sean el 
objeto del proyecto de artículos, puede valer la pena tratar 
de definirlas.

51. Tenía algunas reservas respecto a la formulación 
original del artículo 2 propuesta por el Relator Especial 
en su informe (A/CN.4/532, párr. 34), pero en la nueva 
versión todavía hay algunas expresiones que plantean pro-
blemas. Por ejemplo, la expresión «creada mediante un 
tratado u otro instrumento de derecho internacional» no 
refleja necesariamente la práctica real de los Estados y 
las organizaciones internacionales. En lo que respecta a la 
expresión «que posea su propia personalidad jurídica in-
ternacional», aunque en su opinión consultiva en el asunto 
Réparation, la CIJ estableció que las organizaciones in-
ternacionales o intergubernamentales poseen «persona-
lidad internacional» [pág. 15], no queda claro que esta 
frase tenga por objeto incluir solo a «las organizaciones 
intergubernamentales», tiene por objeto incluir también a 
otros tipos de organizaciones. Por último, respecto de la 
frase «además de los Estados [...] podrán estar integradas 
por entidades distintas de los Estados», la oradora opina 
que la composición de la organización debe decidirse en 
su instrumento constitutivo. Si la Comisión mantiene esa 
formulación como está, debe dejar clara la relación entre 
el carácter de la organización y la situación de las entida-
des no estatales. De otro modo el alcance puede convertir-
se en demasiado amplio.

52. La versión revisada es confusa. Si ya hubiera con-
senso sobre consideraciones de política, de modo que se 
pudiera remitir el texto al Comité de Redacción, éste ten-
dría que esforzarse mucho para dejar claro qué organiza-
ciones internacionales quiere incluir la Comisión.

53. El Sr. Sreenivasa RAO da las gracias al Grupo de 
Trabajo y al Relator Especial por armonizar las diversas 
opiniones sobre la definición de «organización internacio-
nal». No obstante, hay una parte de verdad en lo que ha 
dicho la Sra. Xue sobre la formulación del texto revisado. 
La primera frase se refiere a la creación de la organización 
por medio de un tratado u otro instrumento de derecho 
internacional, pero no queda claro si ese instrumento pue-
de ser negociado tanto por los Estados como por entida-
des distintas de éstos. Mientras la organización se cree 
mediante un instrumento negociado exclusivamente entre 
Estados, no habrá ningún problema en que el instrumento 
establezca una composición que incluya a entidades dis-
tintas de los Estados. De otro modo se produciría un vacío 
que debería ser subsanado por el Comité de Redacción.

54. El Sr. ECONOMIDES señala que en esa definición 
se han seleccionado tres criterios. El primero, la creación 
por medio de un tratado u otro instrumento de derecho 
internacional, no plantea ningún problema porque lo sa-
tisfacen todas las organizaciones internacionales. El se-

gundo, el criterio de la personalidad jurídica, lo satisfa-
cen todas las organizaciones internacionales que poseen 
poderes internacionales, que están implícitos. Si una 
organización no tiene personalidad internacional, sino 
simplemente personalidad jurídica interna en el territorio 
donde actúa, el proyecto de artículos no le será aplicable. 
El tercer criterio, relativo a la composición, es un añadido 
útil, ya que pone de manifiesto que un número creciente 
de organizaciones internacionales cuentan con entidades 
distintas de los Estados entre sus miembros. La versión 
revisada del texto es perfectamente aceptable, aunque el 
Comité de Redacción podría pulirla aún más.

55. El Sr. CHEE dice que en el Grupo de Trabajo él 
planteó la cuestión a la que se acaba de referir la Sra. Xue, 
a saber, qué se entiende por «instrumento de derecho in-
ternacional». La Sra. Escarameia dijo que podría incluir 
una resolución de la Asamblea General. La expresión es 
muy amplia e imprecisa. En el plenario, el orador también 
planteó la cuestión de la distinción entre «personalidad in-
ternacional» y «personalidad jurídica internacional», que 
guarda relación con la expresión «instrumento de derecho 
internacional» y cuyo significado es preciso aclarar.

56. El PRESIDENTE dice que, si no hay objeciones, 
considerará que la Comisión decide remitir el artículo 2 al 
Comité de Redacción.

Así queda acordado.

57. El Sr. PELLET dice que la definición del artículo 2
es excelente. Asimismo hace hincapié en que si el ple-
nario remite al Comité de Redacción un artículo que se 
ha examinado extensamente en el Grupo de Trabajo, el 
Comité se verá compelido a respetar la posición de toda 
la Comisión y a no reabrir el debate sobre los numerosos 
problemas que han dado lugar a la aprobación del artículo 
en cuestión.

Se levanta la sesión a las 11.30 horas.

__________
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